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INICIATIVA QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 64 Y 68 DE LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS 

FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO MARIO ALBERTO RODRÍGUEZ CARRILLO, 
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

El suscrito, Mario Alberto Rodríguez Carrillo, diputado federal, integrante del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, de la LXV Legislatura de la Cámara de Diputados, 
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la 
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, somete a la consideración de la 
Cámara de Diputados iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; conforme con 
la siguiente. 

Exposición de Motivos 

La Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, tiene como finalidad establecer el proceso de dos de las 
garantías de control judicial constitucional para la protección de nuestra carta Magna, es 
decir, los mecanismos de defensa de ésta; la controversia constitucional y la acción de 
constitucionalidad. 

Procesos que constitucionalmente lo establece la propia Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos de la siguiente manera: 

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que 
señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 

I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la 
materia electoral; 

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución. 

Así pues, se prevé la acción de inconstitucionalidad, al igual que la controversia 
constitucional y señala sus procesos y los refuerza a través de la ley en comento. 

Las garantías constitucionales que menciono tienen su mayor auge a partir de la reforma 
constitucional judicial del año de 1994, aún y cuando por primera vez apareció en nuestro 
país en el acta de reforma de 1847 con una vida muy corta, misma que no subsistió en 1857 y 
mucho menos en la Constitución de 1917. 

En la presente iniciativa, nos referiremos exclusivamente a la fracción II para efectos de las 
modificaciones que se plantea, consistente en la acción de inconstitucionalidad. Garantía 
con aplicabilidad eficaz reciente, pero que ya con existencia decimonónica, la cual rezaba de 
la siguiente manera: 
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 Coȸȸespondía al ConǕȸeso de la Unión, si no haƫía ƬoȸȸespondenƬia entȸe Ƭualȷuieȸ ley oٹ
noȸma de ƬaȸáƬteȸ Ǖeneȸal estatal, ȷue Ƭontȸaviniese a ٹleyes Ǖeneȸalesٺ o la noȸma 
suprema, determinar su nulidad, su invalidez, con una salvedad, de que siempre la cámara 
de origen fuese la Cámara de Senadores, situación lógica en un sistema federal que fuera el 
Senado de la República quien iniciara la instancia como cámara de origen pues representa a 
las entidades ǔedeȸativas.1ٺ 

Figura que evolucionó a raíz de la reforma judicial llevada a cabo en el año de 1994, garantía 
a decir del jurista Arteaga Nava consiste en: ...la contradicción que se da entre la 
Constitución, por un lado, y cierta clase de leyes, federales y locales, así como tratados 
internacionales por otro...2 

Luego entonces, la acción de inconstitucionalidad es una institución jurídica que existe 
como medio de control constitucional, la cual, tiene como objetivo principal determinar si 
una disposición legislativa ordinaria, ya sea en su ámbito federal o local contraviene las 
disposiciones que establece la Constitución. 

Las acciones de inconstitucionalidad forman parte de las garantías constitucionales, como 
instrumento jurídico de carácter procesal, que tiene por objeto, la reparación del orden 
constitucional cuando ha sido violado. 

Este proceso constitucional se lleva ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, dentro 
de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma. A partir de a la 
lectura, la inclusión de los mecanismos de control constitucional de las fracciones I y II 
hicieron de la Suprema Corte de Justicia de la Nación un verdadero Tribunal Constitucional. 

Los legitimados para recurrir ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación son los que a 
continuación se enlistan: a) el equivalente al 33% del número total de diputados, b) el 33% 
cuando menos de integrantes del Senado, un aproximado de 43 miembros de esa cámara. 
Su acción se extiende a leyes y tratados internacionales, c) el Ejecutivo Federal d) El 
equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguna de las Legislaturas de las 
entidades federativas en de las leyes expedidas por el propio órgano e) Los partidos políticos 
con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales 
f) La Comisión Nacional de los Derechos, asimismo los organismos de protección de los 
derechos humanos equivalentes en los estados de la república, en contra de leyes 
expedidas por las legislaturas locales y la comisión de derechos humanos del distrito federal, 
en contra de leyes emitidas por la asamblea legislativa del distrito federal g) El organismo 
garante que establece el artículo 6° de esta Constitución en contra de leyes de carácter 
federal y local, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y 
aprobados por el Senado de la República, que vulneren el derecho al acceso a la 
información pública y la protección de datos personales. Asimismo, los organismos garantes 
equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas 
locales y el Fiscal General de la República respecto de leyes federales y de las Entidades 
Federativas, en materia penal y procesal penal, así como las relacionadas con el ámbito de 
sus funciones. 
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Los efectos de las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al respecto, 
después de aducir razonamientos por parte del pleno, son la declaración de invalidez de ley 
o tratado impugnado que va en contra de la Constitución, el cual deberá ser aprobado por 
lo menos por 8 ministros. Sin efectos retroactivos salvo en materia penal. 

De lo anterior, se desprende que estamos en presencia de uno de los procesos 
constitucionales establecidos en nuestro máximo ordenamiento. Que tiene por objeto la 
acción abstracta de inconstitucionalidad, la cual tiene una importancia mayúscula en 
defensa y salvaguarda de la Constitución. 

Es así como, todas las garantías constitucionales de nuestro sistema jurídico se llevan 
mediante un proceso jurisdiccional que salvaguarda la Constitución, mediante la 
recurrencia de los constitucionalmente legitimados para actuar ante el órgano 
jurisdiccional, y que este declare la constitucionalidad. 

Esta garantía, con base en los elementos expuestos, es un proceso constitucional y no un 
procedimiento constitucional, como la propia Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos lo señala, sin 
sustento valido. Toda vez que, en el Título III referente a este medio de control 
ƬonstituƬional, esta denominando el Capítulo II de la siǕuiente ǔoȸma; ٹDel PȸoƬedimientoٺ 
teȸminoloǕía poȸ demás eȸȸónea, paȸa ƬlasiǔiƬaȸ lo ȷue se deƫe denominaȸ ٹDel PȸoƬesoٺ, y 
continua en el artículo 64 denominándolo procedimiento de forma inexacta. 

Debido al craso error en el ordenamiento en comento, debemos enfatizar en las diferencias 
entre proceso y procedimiento, os anteriores, no son sinónimos. Por lo tanto, se emplea la 
terminología de forma equivocada, el procedimiento es la forma en que se desarrolla y se da 
materialmente el proceso; dicho de otra manera, es el conjunto de trámites o la forma para 
substanciar al proceso. 

Para distinguir al proceso del procedimiento, hay que realizar la siguiente reflexión: el 
proceso, es un fenómeno jurídico cuya vida es privativa de la función pública y jurisdiccional; 
al respecto, de forma muy sencilla lo dice el gran procesalista italiano Francesco Carnelutti 
que: el proceso se hace para obtener un juicio;3 mientras que el procedimiento, es la 
combinación de actos vinculados que se presentan dentro o fuera de los órganos 
jurisdiccionales. 

De lo anterior, se concluye que, el proceso es el todo y el procedimiento es el curso o forma 
para que aquél se practique o ejercite. 

Así pues, podemos continuar señalando que, este mecanismo de control constitucional 
pertenece a la disciplina procesal, la cual contiene, lo que Podetti denomino: Trilogía 
Estructural de la Ciencia del Proceso.4 La cual parte de los conceptos básicos Jurisdicción, 
Proceso y Acción, que para efectos de la ´presente nos referiremos al segundo, el proceso, y 
del cual lo describe Ovalle Favela de la siguiente manera: como un conjunto de actos y 
hechos jurídicos a través del cual dichos órganos dirigen y deciden los litigios.5 ¿Cuáles 
órganos? Los del primer concepto, jurisdicción; los cuales, son los órganos del Estado 
facultados para resolver los litigios. 
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Esto como primera idea, para señalar con posteridad que forman parte de la disciplina de 
Derecho Procesal Constitucional, que no es otra cosa que, la salvaguarda de la Constitución, 
mediante garantías de defensa establecidas en la misma ante la jurisdicción, es decir, los 
jueces. Al respecto el doctor García Morelos señala lo siguiente: 

Es el estudio de los instrumentos de naturaleza procesal que se destinan a la tutela de la 
supremacía de las leyes fundamentales. La técnica empleada para los estudios modernos 
de los litigios constitucionales parte pues, de las orientaciones de la teoría general del 
proceso, ya que permiten la aplicación de los principios e instituciones jurídicas que regulan 
las garantías jurisdiccionales desarrollando una mejor codificación procesal.6 

Por lo anterior, vale hacer mención que las garantías constitucionales, entre ellas la acción 
de inconstitucionalidad corresponden su estudio a la disciplina del derecho procesal 
constitucional. Por lo tanto, utilizar la terminología procedimiento, en lugar de proceso 
corresponde a un error, no solamente es una terminología equivocada, sino que también, 
corresponde a una equivocación semántica, lo que conlleva a una confusión legislativa. En 
este sentido señala detalladamente el procesalista Alcalá-Zamora: 

...Si bien todo proceso requiere para su desarrollo un procedimiento, no todo 
procedimiento es un proceso... el proceso se característica por su finalidad jurisdiccional 
compositiva del litigio, mientras que el procedimiento se reduce a ser una coordinación 
de actos en marcha, relacionados o ligados entre sí por la unidad del efecto jurídico final, 
que puede ser el de un proceso o el de una fase o fragmento suyo...7 

Luego entonces, debo señalar que, la acción de inconstitucionalidad es un proceso 
constitucional. Y como tal, debe ser abordado en los estudios de carácter doctrinal, 
administrativo y legislativo, pero no siempre es así y se encuentran una serie de 
complicaciones en la legislación la cual manifiesta imprecisiones. 

Por tal motivo, identificamos esta inexacta terminología en Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional, el cual de forma errada utiliza en el Titulo III 
ȸeǔeȸente a las aƬƬiones de inƬonstituƬionalidad, del Capítulo II en el ȷue se denomina ٹDel 
PȸoƬedimientoٺ y se mantiene en diveȸsas disposiƬiones suƫseƬuentes, es ƬonƬepto 
equivocado. Por lo anteriormente expuesto, se propone subsanarlo utilizando la 
terminología -Del Proceso- por ser la palabra exacta, conforme a la realidad, además por los 
argumentos vertidos, con la finalidad de adecuarla de conformidad a la especialización, 
además de armonizar la legislación con la teoría doctrinal. 

Lo anterior, permitirá evitar la confusión en la utilización de la terminología del proceso 
constitucional. 

Debido a lo anterior, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, 
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la consideración de 
esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 
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Decreto por el que se reforma la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Único. Se reforma la denominación del Capítulo II del Título III, el primer y segundo 
párrafo del artículo 64 y el segundo párrafo del artículo 68 de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
para quedar como sigue: 

Título III De las Acciones de inconstitucionalidad 

Capítulo II Del Proceso 

Artículo 64. Iniciado el proceso, conforme al artículo 24, si el escrito en que se ejercita la 
acción fuere obscuro o irregular, el ministro instructor prevendrá al demandante o a sus 
representantes comunes para que hagan las aclaraciones que correspondan dentro del 
plazo de cinco días. Una vez transcurrido este plazo, dicho ministro dará vista a los órganos 
legislativos que hubieren emitido la norma y el órgano ejecutivo que la hubiere 
promulgado, para que dentro del plazo de quince días rindan un informe que contenga las 
razones y fundamentos tendientes a sostener la validez de la norma general impugnada o la 
improcedencia de la acción de inconstitucionalidad. Tratándose del Congreso de la Unión, 
cada una de las Cámaras rendirá por separado el informe previsto en este artículo. 

En los procesos por acciones en contra de leyes electorales, los plazos a que se refiere el 
párrafo anterior serán, respectivamente, de tres días para hacer aclaraciones y de seis días 
para rendir el informe que contenga las razones y fundamentos tendientes a sostener la 
constitucionalidad de la ley impugnada. 

(...) 

Artículo 68. (...) 

(...) 

Agotado el proceso, el ministro instructor propondrá al Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación el proyecto de sentencia para la resolución definitiva del asunto 
planteado. 

(...) 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Segundo. Se derogan todas las disposiciones contrarias al presente Decreto 

Notas 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de marzo de 2023. 

Diputado Mario Alberto Rodríguez Carrillo (rúbrica) 
 


